
PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD/ Improcedencia de la tutela al no acreditar un perjuicio irremediable que convierta a los medios ordinarios de defensa judicial en ineficaces  

“(…) si lo que se combate son los actos administrativos dictados por los referidos funcionarios, tiene expedita la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro de la cual podría reclamar la suspensión provisional que sea del caso. Y si de la culminación unilateral del contrato mismo se trata, de igual manera tiene el cauce del proceso ordinario laboral ante el juez competente. 

Ahora bien, aceptando que en determinados casos, pese a existir ese medio de defensa judicial, se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, es lo cierto que en tal caso, no solo así debe promoverse la acción, indicándole al juez en qué consiste el mismo para que pueda ser valorado, sino acopiar igualmente elementos demostrativos para ello. Aquí, más allá de alguna mención sobre el particular (…), lo cierto es que no se acreditó de manera fehaciente evento alguno que permita establecer la inminente necesidad de neutralizar los efectos correspondientes con medidas de carácter urgente e impostergables, ya que no se trata, se repite, de efectuar llanamente la narración de algunos hechos, sino de que los mismos, con el acervo necesario, tengan la fuerza de convicción necesaria que conlleve al análisis del perjuicio irremediable (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-373 de 2007 y T-292 de 2011.
  TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA 6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril primero de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-18-001-2015-00128-03
Acta No. 139 de abril 1 de 1016
Decide la Sala la impugnación presentada contra la sentencia del 21 de enero pasado, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, dentro de la acción de tutela promovida por José Eliécer Calderón Galeano contra PROCONSTRUIMOS SAS y la Dirección Territorial de Risaralda del Ministerio de Trabajo, a la que fueron vinculados el Inspector de Trabajo y Seguridad Social y el Coordinador del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección Territorial del Risaralda.
ANTECEDENTES

  



Por conducto de apoderado judicial, José Eliécer Calderón Galeano, solicitó la protección de sus derechos fundamentales “a la vida digna, a la salud, al debido proceso, al trabajo y a la protección especial de los disminuidos físicos”, que estimó conculcados por las entidades a las que demandó, con fundamento en los hechos que bien pueden sintetizarse como sigue:
 



De manera verbal celebró un contrato de trabajo con “PRECONSTRUIMOS S.A.S.”, a partir del 28 de abril de 2014, como ayudante de construcción; el 5 de julio de 2014 sufrió un accidente de tránsito y desde entonces ha estado incapacitado; el 20 de abril de 2015, el representante legal de la citada sociedad, presentó solicitud ante la Dirección Territorial Risaralda del Ministerio del Trabajo, para dar por terminado por justa causa el contrato laboral; el Inspector Alonso Molina Álvarez, con la Resolución No. 00270 del 4 de junio de 2015 autorizó lo pedido; previo agotamiento de recursos, finalmente, mediante Resolución No. 0326 del 3 de julio de 2015, el Coordinador del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección Territorial de Risaralda, mantuvo tal decisión; en la actualidad continúa incapacitado y sin que se le haya calificado por la pérdida de capacidad laboral, lo que a su juicio lo pone en una situación de indefensión manifiesta debido a su situación de discapacidad pues sufrió fractura de la epífisis superior de la tibia lo que le implicó un acortamiento de 4 cm en la pierna, causándole mucho dolor y limitación; aunado a que es padre cabeza de familia responsable de su esposa y su menor hija; considera, que el Ministerio del Trabajo Seccional Risaralda no podía autorizar el despido, toda vez que se encuentra en una situación de discapacidad y por tanto goza de especial protección constitucional. 

 



Solicitó la protección de los derechos fundamentales invocados y, como consecuencia de ello, que se ordenara al Ministerio del Trabajo -  Dirección Territorial de Risaralda, revocar la resolución No. 00270 del 4 de junio de 2015 y al representante legal de la empresa “PROCONSTRUIMOS S.A.S.” que procediera a reintegrarlo a su trabajo. 

  



El juzgado de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela y corrió traslado de la misma a la parte demandada. El Director Territorial de Risaralda –Ministerio del Trabajo-, dio cuenta del trámite administrativo que se surtió para la finalización del respectivo contrato laboral, en el que al accionante se le garantizó la oportunidad de controvertir la solicitud y las pruebas allegadas por la empresa; se refirió a la legalidad de la decisión que se adoptó y a que la acción se torna improcedente, por cuanto el interesado puede ejercer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y como medida preventiva solicitar la suspensión del acto respectivo, o un proceso ordinario laboral. 
 



Por su parte, el representante legal de PROCONSTRUIMOS SAS, solicitó denegar el amparo solicitado porque no vulneró los derechos reclamados; asintió la relación contractual y expuso lo relacionado con el accidente del actor, que fue calificado como de origen común; agregó que la terminación laboral no se dio por los efectos de ese suceso, sino por la terminación de la obra o labor contratada, que constituye una causal objetiva para esa finalización y, en cumplimiento del ordenamiento legal adelantaron la solicitud de la que se duele el accionante, sin que se entienda su actuar, dado que no es cierto que exista una obligación a perpetuidad de mantener el contrato de trabajo con quien se encuentra en estado de incapacidad, según la amplia y abundante jurisprudencia sobre el particular.
 



Previo el decreto de algunas nulidades en esta instancia, hubo de vincularse a la actuación al Inspector de Trabajo y Seguridad Social y al Coordinador del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección Territorial del Risaralda; ambos se pronunciaron, este en similar sentido a lo expuesto por el Director Territorial de este Departamento, y aquel, hizo alusión a la salvedad en la prohibición de un despido o terminación del contrato laboral, relacionada con la autorización del Ministerio; también refirió la improcedencia de la acción por la existencia de otros mecanismos de defensa judicial.
  



Sobrevino el fallo de primer grado que dispuso “Negar por improcedente” la acción propuesta, al considerar que como la pretensión se dirige contra un acto administrativo de carácter particular, no es procedente, salvo que se estuviese ante un perjuicio irremediable que en caso concreto no se demostró, sumado al hecho de que cuenta el demandante con otros medios de defensa judicial, dado que la acción de tutela no puede tenerse como una tercera instancia.

 



Inconforme con esa resolución, impugnó el demandante, bajo similares argumentos traídos en el libelo e hizo énfasis en la estabilidad laboral reforzada respecto de personas con limitaciones. 

CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

   



En uso de tal prebenda, José Eliécer Calderón Galeano, acudió a la misma en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estimó resquebrajados por las entidades a las que demandó, con ocasión de la autorización expedida para la terminación del contrato de trabajo que había celebrado con una de ellas, a pesar de su incapacidad. 
  El juzgado de primer grado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción y, para decirlo de entrada, la Sala comparte esa decisión, como quiera que el asunto se enmarca dentro de esa esfera. 
En efecto, en cuanto atañe a las acciones que se reprochan del Inspector de Trabajo y Seguridad Social y del Coordinador del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección Territorial del Risaralda, que se relacionan con las actuaciones administrativas proferidas que culminaron con la autorización de terminación del concerniente contrato laboral, y a la denuncia contra la empresa PROCONSTRUIMOS SAS, se tiene que desde la vigencia del Decreto 2591 de 1991, expedido a la luz del artículo 86 de la Carta Política, se discernió sobre las causales de improcedibilidad de ese mecanismo y con toda precisión en su artículo 1° se señaló que la acción de tutela no procederá, entre otras causas, cuando el afectado cuente con otros mecanismos de defensa judicial y en este caso el demandante los tiene.

Así es, porque, si lo que se combate son los actos administrativos dictados por los referidos funcionarios, tiene expedita la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro de la cual podría reclamar la suspensión provisional que sea del caso. Y si de la culminación unilateral del contrato mismo se trata, de igual manera tiene el cauce del proceso ordinario laboral ante el juez competente. 

Es decir, que no puede concebirse la utilización de este excepcional mecanismo para desechar las formas y los medios legalmente estatuidos para definir situaciones como la presente, dada su naturaleza residual y subsidiaria, pues será necesario, por regla general, someterlas a los escenarios judiciales que corresponda, con una amplia oportunidad probatoria. 
  



Reservada, por consiguiente, esa clase de debates al juez natural, le está vedado al juez constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela, pues de vieja data, en posición pacífica y mantenida en el tiempo, la Corte Constitucional ha dejado en claro, en cuanto toca con el reintegro propiamente dicho “…por regla general, la acción de tutela no procede para obtener un reintegro laboral, debido a que el ordenamiento jurídico tiene mecanismos de defensa judicial, en principio, idóneos para tramitar este tipo de demandas” 
 .



 



Y en esa misma línea, se itera, tampoco puede ser de recibo el ataque a decisiones de una autoridad administrativa, si se cuenta con otro medio de defensa que pueda dar al traste con las mismas, en caso de darse los supuestos previstos para ello. 

 



Ahora bien, aceptando que en determinados casos, pese a existir ese medio de defensa judicial, se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, es lo cierto que en tal caso, no solo así debe promoverse la acción, indicándole al juez en qué consiste el mismo para que pueda ser valorado, sino acopiar igualmente elementos demostrativos para ello. Aquí, más allá de alguna mención sobre el particular (f. 9, c. 1), lo cierto es que no se acreditó de manera fehaciente evento alguno que permita establecer la inminente necesidad de neutralizar los efectos correspondientes con medidas de carácter urgente e impostergables, ya que no se trata, se repite, de efectuar llanamente la narración de algunos hechos, sino de que los mismos, con el acervo necesario, tengan la fuerza de convicción necesaria que conlleve al análisis del  perjuicio irremediable, que al decir de la jurisprudencia constitucional es aquel que “(1)  se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; (3) su ocurrencia es inminente; (4) resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) la gravedad de los hechos, es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.”
. 
 



Lo que enseña la foliatura, en el asunto que nos ocupa, no arroja evidencias de tal envergadura, que permitan inferir cuestiones arbitrarias de parte de las accionadas que pudieran dar margen al juez de tutela a enervar las posiciones reprochadas, si bien, se halla probado el cauce legal y ceñido al debido proceso que se siguió por la parte accionada, y no puede afirmarse que su sola decisión implique la ocurrencia de un perjuicio de aquella naturaleza.
En este orden de ideas, la sentencia de primer grado se halla ajustada a los lineamientos que son de rigor, por lo que será prohijada, no obstante que se deba precisar que no debe negarse lo que es improcedente, sino, simplemente, declararlo de esta última manera. 

Y en lo que respecta a la Dirección Territorial de Risaralda, habida cuenta de que no fue propiamente el director quien emitió los actos confutados, respecto de ella, la tutela se negará, como quiera que no se halla de su parte, trasgresión alguna de los derechos invocados en amparo.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 21 de enero pasado, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, dentro de la acción de tutela promovida por José Eliécer Calderón Galeano contra PROCONSTRUIMOS SAS y la Dirección Territorial de Risaralda del Ministerio de Trabajo, a la que fueron vinculados el Inspector de Trabajo y Seguridad Social y el Coordinador del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites de la Dirección Territorial del Risaralda, con la modificación de declararla exclusivamente IMPROCEDENTE respecto de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, el Coordinador de Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites y Proconstruimios S.A.S.; y de NEGARLA en relación con la Dirección Territorial del Trabajo de Risaralda.
En firme esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  Entérese de esta decisión a los intervinientes por un medio expedito. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
� Sentencia T-292 de 2011


� Sentencia T- 600 de 2002.. Sirven de complemento las sentencias T-225 de 1993 MP Vladimiro Naranjo Mesa; SU-544 de 2001 MP. Eduardo Montealegre Lynett; SU- 1070 de 2003 MP. Jaime Córdoba Triviño; T-143 de 2003 MP. Manuel José Cepeda; T-373 de 2007 MP. Jaime Córdoba Triviño.  
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